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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

Mediante un recurso de apelación presentado el 13 de enero 

de 2016, comparece el Sr. David Rodríguez Cotto (en adelante, el 

apelante o el señor Rodríguez Cotto).  Nos solicita que revoquemos 

una Sentencia dictada y notificada el 13 de noviembre de 2015, por 

el Tribunal de Primera Instancia (en adelante, TPI), Sala de San 

Juan.  Por medio del dictamen recurrido, el TPI desestimó sin 

perjuicio una Demanda instada por el apelante en contra de la 

Corporación del Fondo del Seguro del Estado (en adelante, CFSE) y 

su Administradora, la Lcda. Liza M. Estrada Figueroa (en adelante, 

Administradora de la CFSE) (en conjunto, las apeladas). 



 
 

 
KLAN201600051 

 

2 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

confirma la Sentencia apelada. 

I. 

 De acuerdo al expediente ante nuestra consideración, el 13 

de octubre de 2015, el apelante incoó una Demanda sobre 

sentencia declaratoria; injunction preliminar y permanente; 

infracción de derechos constitucionales y civiles por discrimen 

político; y daños y perjuicios.  En esencia, alegó que la CFSE inició 

un proceso de destitución de su puesto de carrera en violación a 

sus derechos constitucionales, sin un debido proceso de ley.  

Añadió que la destitución obedecía a consideraciones de índole 

discriminatorio por su afiliación política.  El apelante solicitó la 

expedición de una sentencia declaratoria, un entredicho 

preliminar, un injunction preliminar y permanente, y el 

resarcimiento de los alegados daños y perjuicios sufridos.  En igual 

fecha, 13 de octubre de 2015, el apelante instó una Moción 

Solicitando Vista de Injunction Preliminar.  Ese mismo día, el 13 de 

octubre de 2015, el foro apelado denegó la solicitud de entredicho 

preliminar y señaló la celebración de una vista para el 22 de 

octubre de 2015.   

El 20 de octubre de 2015, las apeladas presentaron una 

Moción de Desestimación a Solicitud de Interdicto Preliminar y 

Permanente.  En síntesis, plantearon que la reclamación del 

apelante constituía cosa juzgada en atención a la Sentencia dictada 

el 20 de agosto de 2013 por este Tribunal en el caso Henry Cessé 

Valdés v. Corporación del Fondo del Seguro del Estado 

(KLRA201300263).  Explicó que en dicha Sentencia, otro Panel de 

este Tribunal1 concluyó que la adjudicación del puesto de Director 

del Negociado de Subrogación al apelante fue viciada debido a que 

                                                 
1 Panel compuesto por su Presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, la Juez Colom 

García y el Juez Hernández Serrano. 



 
 

 
KLAN201600051 

    

 

3 

se excluyó a un candidato elegible, entiéndase al Lcdo. Cessé 

Valdés.  Por consiguiente, las apeladas expusieron que para 

cumplir con lo ordenado por este Foro en el caso denominado 

alfanuméricamente KLRA201300263, debían declarar nulo el 

nombramiento del apelante para incluir al Lcdo. Cessé Valdés en la 

certificación de elegibles al puesto de Director del Negociado de 

Subrogación e iniciar un nuevo proceso de reclutamiento y 

selección.  Añadieron que el apelante carecía de un interés 

propietario en el puesto aludido y no estaba expuesto a un daño 

irreparable, ni carecía de  otro remedio disponible en ley, toda vez 

que no agotó remedios administrativos.  A su vez, el 22 de octubre 

de 2015, las apeladas instaron una Moción Suplementando 

Solicitud de Desestimación. 

 Con fecha del 22 de octubre de octubre de 2015, el apelante 

presentó una Demanda Enmendada.  Lo anterior, con el propósito 

de incluir una alegación de que su destitución era nula e ilegal por 

no estar fundamentada en alguna disposición de ley o reglamento, 

en virtud de una misiva de la Administradora de la CFSE en la que 

se le informó que se había decretado nulo en derecho su 

nombramiento al puesto antes referido.  Además, el apelante 

solicitó la restitución en el puesto mientras se dilucidaba el pleito. 

 Con posterioridad, el 22 de octubre de 2015, durante la 

celebración de la vista sobre interdicto preliminar, el apelante 

desistió de su reclamación sobre injunction preliminar en contra de 

la Administradora de la CFSE.  Asimismo, el foro primario autorizó 

la presentación de la Demanda Enmendada.  Además, le concedió 

un término de cinco (5) días laborables a las apeladas para 

presentar una moción de desestimación de la Demanda 

Enmendada. 

 En cumplimiento con lo ordenado, el 29 de octubre de 2015, 

la Administradora de la CFSE, en su carácter personal, instó una 
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Moción en Solicitud Desestimación.  En esencia, arguyó que las 

alegaciones contenidas en la Demanda Enmendada presentada en 

su contra eran exclusivamente como parte de sus funciones 

administrativas.  Ante la ausencia de alegaciones en su carácter 

personal y debido a que la destitución del apelante obedeció a la 

Sentencia emitida previamente por este Tribunal, la 

Administradora de la CFSE solicitó que se desestimara la 

reclamación en su contra, en su carácter personal. 

En igual fecha, 29 de octubre de 2015, la CFSE incoó una 

Moción de Desestimación a Demanda Enmendada de Interdicto 

Preliminar y Permanente.  En síntesis, reiteró su alegación previa 

en cuanto a que la reclamación del apelante constituía cosa 

juzgada en atención a lo dispuesto por este Tribunal en la 

Sentencia emitida en el caso Henry Cessé Valdés v. Corporación del 

Fondo del Seguro del Estado (KLRA201300263), al concluirse que 

la adjudicación del puesto de Director del Negociado de 

Subrogación fue viciada por la exclusión de un candidato elegible, 

es decir, el Lcdo. Cessé Valdés.  En vista lo anterior, la CFSE 

insistió en que tenía la obligación de iniciar un nuevo proceso de 

reclutamiento y selección para dicho puesto.  A su vez, explicó que 

el apelante conocía del procedimiento de impugnación instado por 

el Lcdo. Cessé Valdés debido a que trabajaban en la misma oficina 

y que, en lugar de intervenir oportunamente una vez inconforme 

con la determinación de este Tribunal (KLRA201300263), el 

apelante presentó una solicitud de relevo de sentencia que fue 

denegada.  Asimismo, informó que el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico declinó intervenir ante la solicitud de revisión del apelante de 

la denegatoria de su solicitud de relevo.  En vista de la nulidad del 

proceso de reclutamiento y selección, la CFSE intimó que el 

apelante carecía de un interés propietario en el puesto aludido y no 
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estaba expuesto a un daño irreparable, ni carecía de otro remedio 

disponible en ley, ya que no agotó remedios administrativos. 

 Por su parte, el 5 de noviembre de 2015, el apelante 

interpuso una Oposición Consolidada a Mociones de Desestimación.  

Argumentó que fue separado de un puesto de carrera que ocupaba 

desde enero de 2012, luego de haber competido para el mismo, 

competencia que catalogó como justa y en la que se cumplió el 

reglamento de personal.  Añadió que la CFSE podía cumplir lo 

ordenado por este Tribunal en el caso Henry Cessé Valdés v. 

Corporación del Fondo del Seguro del Estado (KLRA201300263), sin 

afectar lo que catalogó como su derecho propietario sobre el puesto 

que ocupó tales como un traslado, reubicación o descenso.  

Además, planteó la inaplicabilidad de la doctrina de cosa juzgada y 

afirmó que era innecesario agotar remedios administrativos ante la 

alegada infracción de derechos constitucionales. 

 Así las cosas, el 13 de noviembre de 2015, el TPI dictó y 

notificó la Sentencia apelada.  En dicho dictamen, el foro primario 

hizo las siguientes determinaciones de hechos: 

1. El 2 de febrero de 2009, el Lcdo. Rodríguez inició 

labores en la CFSE.  En dicha ocasión fue nombrado 
en un puesto en el Servicio de Confianza de Ayudante 
Administrativo. 

 
2. La CFSE publicó la Convocatoria de Empleo Núm. 

256-11 Gerencial para el puesto de Director del 

Negociado de Subrogación.  El Lcdo. Rodríguez solicitó 
dicha convocatoria junto a otros candidatos. 

 
3. El 17 de enero de 2012, el Lcdo. Rodríguez fue 

certificado como el único candidato elegible para dicho 

puesto, y se le adjudicó el puesto de carrera de 
Director del Negociado de Subrogación. 

 
4. Luego de que el demandante fue nombrado en el 

puesto Director del Negociado de Subrogación, una de 

las personas que compitió para el mismo, el Lcdo. 
Henry Cessé, apeló ante la Junta de Apelaciones de la 
CFSE, caso número JA-12-01, la determinación de 

descalificarlo del Registro de Elegibles por 
supuestamente no cumplir con uno de los requisitos 

para el puesto.  El Lcdo. Rodríguez no fue parte de 
dicho procedimiento. 
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5. El 27 de diciembre de 2012, la Junta de Apelaciones 
emitió una “Decisión y Orden” en el caso JA-12-01 

mediante la cual determinó que la CFSE no erró al 
dejar fuera de la Certificación de elegibles para el 

puesto de Director del Negociado de Subrogación al 
Lcdo. Cessé. 
 

6. El 1 de abril de 2013, el Lcdo. Cessé solicitó la revisión 
de la Resolución de la Junta de Apelaciones de la 
CFSE ante el Tribunal de Apelaciones mediante 

Recurso de Revisión Administrativa en el caso Henry 
Cessé Valdés v. Corporación del Fondo del Seguro 

del Estado, KLRA201300263.   
 

7. La CFSE presentó alegato en oposición al recurso de 

revisión de Cessé y defendió la determinación de la 
Junta de Apelaciones de excluir al Lcdo. Cessé de la 

certificación de elegibles.  Consecuentemente la CFSE 
reafirmó ante el Tribunal de Apelaciones, entre otras 
cosas, que en la adjudicación de la plaza se había 

cumplido con el reglamento de Personal; que el Lcdo. 
Rodríguez (aquí demandante) reunía todos los 
requisitos del puesto y que la plaza le fue otorgada en 

cumplimiento con el principio de mérito. 
 

8. El 20 de agosto de 2013, el Tribunal de Apelaciones 
dictó Sentencia en el caso KLRA201300263 mediante 
la cual revocó la determinación administrativa de la 

Junta de Apelaciones de la CFSE y ordenó la inclusión 
del Lcdo. Cessé en la Certificación de Elegibles de la 
convocatoria para Director del Negociado de 

Subrogación.  La parte dispositiva de dicha Sentencia 
literalmente dispone lo siguiente: 

 
“Por los fundamentos antes expuestos, REVOCAMOS la 
determinación administrativa recurrida.  Se ordena que 
el Lcdo. Cessé Valdés sea incluido en la Certificación de 
Elegibles de la Convocatoria Núm. 256-11 para el 
Puesto de Director del Negociado de Subrogación”. 
 

9. Inconforme con dicha determinación, la CFSE 
presentó Moción de Reconsideración ante el Tribunal 
de Apelaciones, la cual fue declarada No Ha Lugar. 

 
10. A su vez, el 13 de septiembre de 2013, el Lcdo. 

Rodríguez, presentó ante el Tribunal de Apelaciones 

Moción de Relevo de Sentencia por exclusión de parte 
indispensable y falta de jurisdicción.  En la misma, el 

demandante reclamó ante el Tribunal de Apelaciones 
lo mismo que ahora hace ante este Tribunal, a saber, 
que ocupaba un puesto de carrera y que tiene un 

derecho propietario sobre el mismo. 
 

11. El 11 de octubre de 2013, el Tribunal de 
Apelaciones dictó Resolución en cuanto a la Moción de 
Relevo de Sentencia por exclusión de parte 
indispensable y falta de jurisdicción peticionada por el 
Lcdo. Rodríguez.  Específicamente el Tribunal de 

Apelaciones expuso: 
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 “Resolvemos que el compareciente pudo haber 
intervenido en el procedimiento administrativo ante la 
Junta de Apelaciones de la CFSE y no lo hizo.  Pudo 
haber intervenido en la etapa apelativa antes [sic] este 
Tribunal de Apelaciones y no lo hizo.  Resulta tardía su 
pretensión post-Sentencia, de deshacer lo actuado y lo 
resuelto. 
 
 La Moción de Relevo de Sentencia no es una llave 
maestra para reabrir lo que se ha concluido, siguiendo 
los parámetros procesales prevalecientes.  A la moción 
de relevo de Sentencia del compareciente, Lcdo. David 
Rodrígues [sic] Cotto, no ha lugar.” 
 

12. De dicha determinación el Lcdo. Rodríguez 
acudió en Certiorari ante el Tribunal Supremo de 
Puerto Rico, en el caso número AC 2014-0068.  El 

mismo fue declarado No Ha Lugar. 
 

13. El Lcdo. Rodríguez presentó dos (2) mociones de 
reconsideración ante el Tribunal Supremo de Puerto 
Rico, las cuales también fueron denegadas. 

 
14. Por ende, la sentencia del Tribunal de 

Apelaciones advino final y firme. 

 
15. El 5 de noviembre de 2013, la CFSE presentó 

Moción Informativa advirtiendo al Tribunal de 
Apelaciones que no existía ningún Registro o 
Certificación de Elegibles para el puesto de Director 

del Negociado de Subrogación donde incluir a Cessé, 
toda vez que dicha plaza era única en la Corporación y 

ya había sido adjudicada al Lcdo. Rodríguez Cotto.  Es 
decir, la CFSE argumentó que una vez se adjudicó el 
puesto de Director de Subrogación al demandante, el 

“Registro de Elegibles” se cerró o dejó de existir dado a 
que había cumplido su vigencia, conforme la sección 

13.7 del Reglamento de Personal.  De esta manera, la 
CFSE argumentó que la sentencia dictada por dicho 
Foro resultaba académica. 

 
16. El 18 de noviembre de 2013, el Tribunal de 

Apelaciones dictó Resolución en cuanto a la Moción 

Informativa presentada por la CFSE resolviendo, en lo 
pertinente, lo siguiente: 

 
“…[L]a etapa de revisar nuestro dictamen ya transcurrió 
sin que la CFSE recurriera del mismo.  Por tanto, a esta 
solo le queda cumplir expresamente nuestro dictamen o 
exponerse a un desacato.  La CFSE deberá tomar las 
medidas administrativas necesarias para hacer 
disponible la posición de Director de Subrogación y abrir 
nuevamente el Registro de Elegibles para tal posición, 
incluyendo, tanto a aquí recurrente como al actual 
incumbente de dicha plaza, si es de su interés 
participar en dicho Registro, y adjudicar la plaza 
siguiendo los procedimientos de rigor.  Solo así se dará 
cumplimiento a nuestra Sentencia de 28 de agosto de 
2013, la que es final y firme en este momento.”  
Subrayado nuestro. 
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17. La determinación del Tribunal de Apelaciones es 
clara en términos de hacer disponible la posición que 

ocupa el demandante para una nueva adjudicación. 
 

18. El 8 de mayo de 2015, el Tribunal de 
Apelaciones remitió a la CFSE el Mandato de dicho 
Tribunal relacionado al caso ante la Junta de 

Apelaciones número JA-12-01 de Cessé Valdés, 
Henry v. Corp. Fondo del Seguro del Estado, según 
resuelto en el caso KLRA201300263 el 20 de agosto de 

2013. 
 

19. El 24 de julio de 2015, la CFSE le remitió al 
Lcdo. Rodríguez carta informándole lo siguiente: 
 

“El 20 de agosto de 2013, el Tribunal Apelativo dictó 
Sentencia revocando la determinación administrativa 
recurrida y ordenó la inclusión del Lcdo. Cessé Valdés 
en la Certificación de Elegibles de la referida 
convocatoria.  Posteriormente en respuesta a una 
Moción Informativa presentada por la CFSE, el 18 de 
noviembre de 2013 el Tribunal emitió una Resolución, la 
cual le fuera notificada a usted y en donde bajo 
apercibimiento de desacato nos ordena: la CFSE deberá 
tomar las medidas administrativas necesarias para 
hacer disponibles la posición de Director de Subrogación 
y abrir nuevamente el Registro de Elegibles para tal 
posición…” 
 

20. Además, mediante dicha comunicación se 
concedió al Lcdo. Rodríguez cinco (5) días para 

solicitar una vista informal.  El demandante solicitó 
dicha vista y la misma se señaló para el día 11 de 

septiembre de 2015 ante la Oficial Examinadora 
Damaris González. 
 

21. El 5 de octubre de 2015, la Oficial Examinadora 
Damaris González rindió el correspondiente informe a 

la CFSE, recomendando se continuase con el curso de 
acción propuesto. 
 

22. El 9 de octubre de 2015, la CFSE emitió 
comunicación declarando nulo en derecho el 
nombramiento del Lcdo. Rodríguez al puesto 2399 de 

la clase de Director de Subrogación y decretando su 
separación del servicio.  No obstante, dicha carta fue 

notificada al demandante en corte abierta el 22 de 
octubre de 2015, durante la audiencia pautada esa 
fecha en este caso.2 

 
En virtud de las determinaciones de hechos antes 

transcritas, el TPI concluyó, en lo pertinente, como sigue: 

Concluimos, por ende, que el presente caso en 
realidad no trata sobre un empleado a quien la parte 
Demandada notificó su intención de separarlo de su 

puesto, y no tiene otro remedio en ley aparte del 
recurso extraordinario de interdicto para hacer valer 

                                                 
2 Véase, Anejo 10 del Apéndice del recurso de apelación, págs. 376-379. 
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sus derechos.  Los hechos demuestran 
inequívocamente que, más bien, trata de un 

Demandante afectado por una Sentencia final y firme 
de un Tribunal de Superior Jerarquía, que solicita, 

para fines prácticos y jurídicos, que obliguemos a la 
CFSE a hacer caso omiso de un mandato expreso 
emitido por el Tribunal de Apelaciones. 

 
Al examinar el caso KLRA201300263, de los 

cuales la CFSE nos solicitó que tomáramos 

conocimiento judicial, no nos cabe duda alguna de 
constituye cosa juzgada el hecho de que en el proceso 

de competencia para el puesto de Director del 
Negociado de Subrogación se excluyó erróneamente al 
Lcdo. Cessé, y que la CFSE debe adjudicar 

nuevamente dicha plaza siguiendo el principio de 
mérito.  Así pues, concluimos que la adjudicación al 

Lcdo. Rodríguez de la Dirección del Negociado de 
Subrogación no puede sostenerse como cuestión de 
derecho.  En vista de que las transacciones 

relacionadas al principio de mérito hechas en violación 
a las leyes y los reglamentos de la agencia en cuestión 
no generan un interés propietario reclamable por el 

individuo que recibe el beneficio3, resolvemos que el 
Lcdo. Rodríguez, como cuestión de hecho y derecho, 

no puede reclamar interés propietario sobre el 
puesto de Director del Negociado de Subrogación, a 
tenor con los hechos del caso.  Dos fundamentos 

jurídicos principales dictan nuestro proceder: la cosa 
juzgada y el mandato.4 
 

Así las cosas, el foro primario declaró Con Lugar las 

solicitudes de desestimación de las apeladas y desestimó sin 

perjuicio la Demanda incoada por el apelante.  El 17 de noviembre 

de 2015, las apeladas presentaron una Moción Solicitando Se 

Aclare Parte Dispositiva de la Sentencia.  Por su parte, el 30 de 

noviembre de 2015, el apelante presentó una Moción Solicitando 

que se Realicen Determinaciones de Hechos Adicionales y se 

Reconsidere la Sentencia. 

El 14 de diciembre de 2015, notificada el 15 de diciembre de 

2015, el TPI dictó una Orden en la cual declaró No Ha Lugar la 

solicitud de reconsideración y determinaciones adicionales de 

hechos del apelante.  Por otro lado, el 15 de diciembre de 2015, el 

                                                 
3 Nota al calce en el original: Véase, Franco v Municipio de Cidra, 113 DPR 

260 (1982); Reyes Coreano v. Director Ejecutivo, 110 DPR 40 (980); Ortiz 
Rosa v. Alcalde de Aguadilla, 107 DPR 819 (1978). 
4 Véase, Anejo 10 del Apéndice del recurso de apelación, pág. 382. 
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foro de instancia dictó y notificó una Orden en la que cual denegó 

la solicitud de aclaración de las apeladas.   

Inconforme con el aludido resultado, el 13 de enero de 2016, 

el apelante presentó el recurso de apelación de epígrafe y adujo 

que el TPI cometió los siguientes errores, a saber: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia y 
abusó de su discreción al desestimar la solicitud de 

injunction preliminar sin la previa celebración de una 
vista evidenciaria, lo que constituye una crasa 
violación del debido proceso de ley a que tiene derecho 

el apelante. 
 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia y 
abusó de su discreción al desestimar sin perjuicio la 
demanda enmendada ya que el apelante no tiene que 

agotar remedios administrativos porque el apelante 
alegó y ha sufrido una violación sustancial de sus 

derechos constitucionales y/o (sic) porque el 
agotamiento de remedios administrativos es inútil. 

 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia y 
abuso de discreción al desestimar sin perjuicio la 
demanda enmendada ya que el apelante demostró 

prima facie que su separación (despido) de empleo fue 
motivada por discrimen político.  

  
El 12 de febrero de 2016, las apeladas presentaron un 

Alegato en Oposición a Apelación. De otra parte, el 24 de junio de 

2016, el Lcdo. Ángel X. Viera, hasta entonces uno de los 

representantes legales de las apeladas, presentó una Moción de 

Renuncia a Representación Legal.  En síntesis, informó que 

abandonaba la práctica privada de la profesión legal y 

juramentaría como funcionario del gobierno de los Estados Unidos 

de América.  El 5 de julio de 2016, dictamos una Resolución, 

mediante la cual aceptamos la renuncia del Lcdo. Ángel X. Viera 

como abogado de las apeladas. 

Con el beneficio de los escritos de las partes, procedemos a 

exponer el derecho aplicable. 

II. 

El Código Civil de Puerto Rico regula uno de los principios de 

certeza judicial y orden procesal que conocemos como cosa 
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juzgada.  Presidential v. Transcaribe, 186 DPR 263, 273 (2012); 

Feliciano Ruiz v. Alfonso Develop. Corp., 96 DPR 108, 114 (1968).  

Dicha doctrina se encuentra regulada en el Artículo 1204 del 

Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3343, y en el Artículo 

421 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 1793.  Este 

precepto responde al interés del Estado de ponerle fin a los litigios, 

de modo que no se eternicen las cuestiones judiciales y no se 

someta a un ciudadano a las molestias que supone litigar la misma 

causa.  Presidential v. Transcaribe, supra, a las págs. 273-274; 

Méndez v. Fundación, 165 DPR 253, 267 (2005); Pagán Hernández 

v. U.P.R., 107 DPR 720, 732 (1978).  Así lo reiteró el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico en Worldwide Food Dis., Inc. v. Colón et 

al., 133 DPR 827, 833-834 (1993), cuando expresó lo siguiente:   

Con dicha doctrina se persigue poner fin a los 
litigios luego de haber sido adjudicados de forma 
definitiva por los tribunales y, de este modo, garantizar 

la certidumbre y seguridad de los derechos declarados 
mediante una resolución judicial para evitar gastos 

adicionales al Estado y a los litigantes.   
 
Para que proceda la defensa de cosa juzgada se requiere que 

exista una sentencia final y firme previa, en la cual “concurra la 

más perfecta identidad entre las cosas, las causas, las personas de 

los litigantes y la calidad en que lo fueron”.  Art. 1204 del Código 

Civil, supra; Presidential v. Transcaribe, supra, a la pág. 274; 

Méndez v. Fundación, supra; Autoridad de Acueductos v. Reyes, 77 

DPR 10, 14-16 (1954); Silva v. Doe, 75 DPR 209, 214 (1953); 

Camacho v. Iglesia Católica, 72 DPR 353 (1951); Municipio v. Ríos, 

61 DPR 102, 105 (1942).  El propósito de la doctrina es brindar 

certeza, certidumbre y seguridad a los derechos declarados 

mediante resolución judicial de manera que se eviten que las 

partes en un pleito incurran en gastos adicionales.  Presidential v. 

Transcaribe, supra, a las págs. 273-274; Worldwide Food Dis., Inc. 

v. Colón et al., supra.  Se ha reiterado que dicha figura jurídica 
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impide que se litiguen nuevamente asuntos que fueron o que 

pudieron haber sido litigados y que fueron o que pudieron haber 

sido resueltos en el pleito anterior.  En fin, evita que los pleitos se 

litiguen ad infinitum.  Parrilla v. Rodríguez, 163 DPR 263, 268 

(2004); Worldwide Food Dis., Inc. v. Colón et al., supra.   

Como vertiente o modalidad de la doctrina de cosa juzgada, 

nuestra jurisprudencia ha adoptado el impedimento colateral por 

sentencia.  Esta doctrina “surte efectos cuando un hecho esencial 

para el pronunciamiento de una sentencia se dilucida y se 

determina mediante sentencia válida y final [y] tal determinación 

es concluyente en un segundo pleito entre las mismas partes, 

aunque estén envueltas causas de acción distintas”.  Presidential 

v. Transcaribe, supra, a la pág. 277, citando a Beníquez et al. v. 

Vargas et al., 184 DPR 210, 225 (2012); Méndez v. Fundación, 

supra; Fatach v. Triple S, Inc., 147 DPR 882, 889 (1999); Acevedo v. 

Western Digital Caribe, Inc., 140 DPR 452, 464 (1996); A & P Gen. 

Contractors v. Asoc. Caná, 110 DPR 753, 762 (1981).  No obstante, 

“no procede la interposición de la mencionada doctrina cuando la 

parte contra la cual se interpone no ha tenido la oportunidad de 

litigar previamente el asunto y no ha resultado ser la parte 

perdidosa en el litigio anterior”.  Presidential v. Transcaribe, supra.  

De igual manera que la doctrina de cosa juzgada, el 

impedimento colateral procura promover “la economía procesal y 

judicial, proteger a los litigantes contra lo que representa 

defenderse o probar sus reclamaciones en repetidas ocasiones 

tratándose de la misma controversia, evitar litigios innecesarios y 

decisiones inconsistentes”.  Presidential v. Transcaribe, supra.  Sin 

embargo, la doctrina de impedimento colateral “se distingue de la 

cosa juzgada en que para aplicar la primera no es necesario que se 

dé el requisito de identidad de causas necesario para aplicar la 

segunda”.  Coop. Seg. Mult. v. E.L.A., 180 DPR 655, 673 (2011); 
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véase, además, Rodríguez Rodríguez v. Colberg Comas, 131 DPR 

212, 219 (1992).  “Esto significa que la razón de pedir que se 

presente en una demanda no tiene que ser la misma que se 

presentó en la demanda anterior”.  Presidential v. Transcaribe, 

supra, a la pág. 14.   

En P.R. Wire Prod. v. C. Crespo & Assoc., 175 DPR 139, 152 

(2008), el Tribunal Supremo de Puerto Rico explicó que existen dos 

modalidades de la doctrina de impedimento colateral: la modalidad 

ofensiva y la defensiva.  Esta última, permite que el demandado en 

un pleito impida al demandante que litigue un asunto que fue 

presentado y perdido en un pleito anterior frente a otra parte.  En 

cambio, su vertiente ofensiva puede ser presentada “por el 

demandante en un litigio posterior para impedir que el demandado 

relitigue los asuntos ya dilucidados y perdidos frente a otra parte”. 

Id.   

La doctrina de impedimento colateral se distingue de la de 

cosa juzgada debido a que en la primera no es necesario que 

concurra el requisito de identidad de causas.  Rodríguez Rodríguez 

v. Colberg Comas, supra; Pereira v. Hernández, 83 DPR 160, 166 n. 

7 (1961).  En síntesis, esta defensa, al igual que la doctrina de cosa 

juzgada, persiguen como propósitos proteger a los litigantes de 

volver a litigar reclamaciones que han sido adjudicadas mediante 

sentencia final y firme.  Además, de promover la economía 

judicial y administrativa al evitar litigios innecesarios y 

decisiones inconsistentes.  Méndez v. Fundación, supra; 

Rodríguez Rodríguez v. Colberg Comas, 131 DPR 212 (1989).  

Conforme a la normativa de derecho antes expuesto, 

procedemos a dilucidar la controversia planteada por el apelante. 

III. 

 Por estrechamente relacionados, discutiremos los 

señalamientos de error aducidos por el apelante de forma 
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conjunta.  En esencia, el apelante adujo que incidió el foro 

primario al desestimar su Demanda debido a que la misma incluía 

una solicitud de injunction preliminar sin la celebración de una 

vista evidenciaria, no era necesario que agotara remedios 

administrativos y debido a que demostró que su despido fue 

motivado por discrimen político.  No le asiste la razón al apelante 

en sus planteamientos. 

 Ciertamente, el injunction preliminar es un remedio 

provisional emitido luego de la celebración de una vista en la cual 

las partes presentan prueba a favor y en contra de tal remedio. 

Mun. de Ponce v. Gobernador, 136 DPR 776, 784 (1994).  La 

concesión de un injunction preliminar dentro de una petición de 

injunction permanente no tiene otro propósito que mantener el 

status quo hasta que se celebre el juicio en sus méritos.  Id., a la 

pág. 784, citando a Sucn. Figueroa v. Hernández, 72 DPR 508 

(1951).  Asimismo, los criterios que se deben tomar en cuenta al 

decidir si se concede o no un remedio provisional de injunction 

preliminar son: (1) la naturaleza de los daños que puedan 

ocasionársele a las partes de concederse o denegarse el injunction; 

(2) su irreparabilidad o la existencia de un remedio adecuado en 

ley; (3) la probabilidad de que la parte promovente prevalezca 

eventualmente al resolverse el litigio en su fondo; (4) la 

probabilidad de que la causa se torne académica de no concederse 

el injunction; y (5) el posible impacto sobre el interés público del 

remedio que se solicita.  Véase, Regla 57.3 de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V R. 57.3; Asoc. Vec. Villa Caparra v. Asoc. Fom. 

Educativo, 173 DPR 304 (2008); Mun. de Caguas v. AT&T, 154 DPR 

401 (2001); Serrano, Vélez v. E.L.A., 154 DPR 418 (2001); Mun. de 

Ponce v. Gobernador, supra; Puerto Rico Telephone Co. v. Tribunal 

Superior, 103 DPR 200 (1975).  Le corresponde a la parte 

promovente demostrar la existencia de estos supuestos y al 
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opositor rebatirlos.  Mun. de Ponce v. Gobernador, supra, a la pág. 

790; Puerto Rico Telephone Co. v. Tribunal Superior, supra.  

Ahora bien, en el caso de autos, entendemos que el foro 

primario no tenía ante sí una controversia sustancial sobre los 

hechos materiales del caso que ameritara la celebración de una 

vista evidenciaria.  Durante la vista celebrada ante el TPI el 22 de 

octubre de 2015 y de acuerdo a los documentos que obran en 

autos, quedó meridianamente claro que la Sentencia dictada por 

este Tribunal en el caso denominado alfanuméricamente 

KLRA201300263, ordenó a la CFSE que incluyera al Lcdo. Cessé 

Valdés en la certificación de elegibles para el puesto de Director del 

Negociado de Subrogación.  Por ende, este Tribunal atendió y 

resolvió un hecho esencial y medular de la controversia presentada 

por el apelante: la adjudicación de la plaza de Director del 

Negociado de Subrogación sin la competencia del Lcdo. Cessé 

Valdés infringió el principio de mérito.  La conclusión innegable de 

lo anterior, es que un Tribunal, mediante sentencia final y firme, le 

impuso la obligación a la CFSE de hacer “disponible” el puesto de 

Director del Negociado de Subrogación.  

Asimismo, ante dicha situación, resulta totalmente 

improcedente invocar un derecho propietario sobre determinado 

puesto de carrera, como pretende el apelante.  De la mera lectura 

de la Sentencia en el caso denominado KLRA201300263, se 

desprende que otro Panel de este Foro concluyó inequívocamente 

que se había infringido el principio de mérito en su selección.  

Recientemente, en Pérez López et al v. CFSE, Op. del 11 de 

diciembre de 2015, 2015 TSPR 165, a la pág. 20, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico determinó que cuando un puesto 

gerencial de la CFSE es declarado nulo, los empleados no tienen 

derecho a retener pasos por mérito que recibieron mientras 

ocuparon dichos puestos debido a que “los actos nulos son 
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inexistentes, inoficiosos y no generan consecuencia jurídica 

alguna”.  Es decir, “no procede reconocer derechos producto de 

actuaciones ilegales y nulas que para todos los efectos jurídicos 

nunca existieron”.  Id., a la pág. 21.  Además, contrario a lo 

aducido por el apelante, en cuanto a que se infringió su derecho a 

ser oído,5 reproducimos las siguientes expresiones de este Tribunal 

en una Resolución de 11 de octubre de 2013: 

De la anterior relación de hechos planteada por 
el compareciente [Lcdo. Rodriguez Cotto] surge 
claramente que este no ha participado en ninguna de 

las etapas de impugnación de la Certificación de 
Elegibles que utilizó la agencia recurrida para 
adjudicar la plaza de Director de Subrogación al 

compareciente.  No obstante, somos del criterio que si 
este no ha participado en dicho proceso ha sido 

porque no ha querido o no se ha interesado en hacerlo. 
 
Como bien plantea el compareciente en su 

alegato, este conocía al igual que el recurrente Cessé 
Valdés, de la impugnación que se le estaba haciendo 

de la adjudicación de su puesto como Director de 
Subrogación, ya que ambos trabajaban en la misma 
oficina. 

 
Sin duda alguna, e1 compareciente tenía a su 

disposición el mecanismo de “intervención” que 

dispone la sección 3.5 de la LPAU, 3 L.P.R.A. sec. 
2155.  Mediante este, bien pudo el compareciente 

defender sus intereses propietarios sobre el puesto que 
le había sido adjudicado y no lo hizo.  Descansó en la 
defensa que hizo la CFSE a sus propias actuaciones 

administrativas y en la adjudicación adversa de la 
Junta de Apelaciones del FSE a la apelación 

administrativa que presentó Cessé Valdés.  O sea, 
mientras las actuaciones de la CFSE le fueron 
favorables, al igual que los dictámenes de la Junta de 

Apelaciones, no se preocupó por ser “parte 
indispensable” y optó por no intervenir. 

 

Igual actitud asumió en todo el trámite apelativo 
seguido por el Lcdo. Cessé Valdés al impugnar la 

resolución adversa de la Junta de Apelaciones de la 
CFSE ... No es hasta que este Tribunal de Apelaciones 
emite su Sentencia de 20 de agosto de 2013, 

revocando la determinación administrativa recurrida y 
ordenando que el recurrente Cessé Valdés sea incluido 
en la Certificación de Elegibles de la Convocatoria 

Núm. 256-11 para el puesto de Director del Negociado 
de Subrogación de CFSE, que el compareciente acude 

                                                 
5 En cuanto a su derecho a ser oído y directamente relacionado con la existencia 

de otro remedio en ley, debemos indicar que nos informan las apeladas que el 
apelante presentó el 18 de noviembre de 2015 una Apelación ante la Junta de 

Apelaciones de la CFSE, luego de que se le notificara la separación del puesto de 

Director del Negociado de Subrogación. 
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ante nos mediante Moción de Relevo de Sentencia a 
plantear que es parte indispensable en el 

procedimiento y que nuestra Sentencia es nula. 
 

En virtud de todo lo anterior, concluimos que las apeladas 

pudieron demostrar la ausencia de una controversia en cuanto a 

los hechos esenciales y que tan solo restaba disponer de la 

controversia de derecho existente, entiéndase, la aplicabilidad de la 

doctrina de impedimento colateral por sentencia a la reclamación 

instada en su contra.  En consecuencia, resolvemos que los errores 

señalados no fueron cometidos y procede confirmar el dictamen 

apelado.   

IV. 

 Por los fundamentos antes expresados, se confirma la 

Sentencia apelada.  La Juez García García concurre con el 

resultado. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


